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RESUMEN

En el presente trabajo, queremos dejar patente

el papel dual que representa la Valoración de la

Discapacidad, por un lado, su significado objetivo

y por otro, su condición constructiva. Partimos de

un análisis reciente y actual de la Discapacidad,

para hacer valer el estamento técnico y profesio-

nalizado como una exigencia que haga posible el

desarrollo del modelo para su atención, adecuando

la convergencia entre la demanda social y la evo-

lución de los servicios sociales.
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ABSTRACT

The present paper aims at emphasising the

twofold importance of disability assessment, i.e.

on one hand its objective meaning, and on the

other hand its constructive condition. Updating the

capacity analysis, proved to be the essential requi-

rement for insuring the converging between social

demand and social services.
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INTRODUCCION

Es indudable el importante cambio que en las tres

últimas décadas se ha producido en la sociedad

española, en el contexto político, hablamos de una

madurez democrática que es sin lugar a dudas el

vehículo de una sociedad responsable, en el contex-

to económico de un crecimiento sin precedentes, la

globalización y el desarrollo de las nuevas tecno-

logías, que son,  por su parte una sólida base del

actual modelo del bienestar y en el contexto social

emerge una exigente y necesaria participación ciu-

dadana en la que no sólo no sobramos ninguno, sino

que no somos suficientes.

En nuestra opinión, es seguramente esta última

premisa la que hace imprescindible la consideración

de la discapacidad (6), que deja de ser una carac-

terística diferencial, de los desiguales, para ser una

condición necesaria en la nueva estructura social, y

que se incorpora con pleno derecho, al igual que el

cada vez más pujante flujo migratorio. 

Si nos referimos al mundo laboral, denunciamos

la asignatura pendiente que tiene la acción protecto-

ra de la seguridad social, que es la de integración

laboral de los inválidos, que independiente del tipo

de contingencia que origine la causa de incapacidad,

permita su incorporación al contexto productivo de

la sociedad en la que viven.

Creemos que la respuesta política ha sido positi-

va, la aprobación de la Ley de Protección Patrimo-

nial de las Personas con Discapacidad (10), que

ofrece un marco de seguridad y cobertura económi-

ca a la discapacidad severa y la Ley 51/2003 de

igualdad de oportunidades, no discriminación y

accesibilidad universal de las personas con discapa-

cidades (14), son un claro signo de progreso y

modernidad política, de ésta última replicamos  su

exposición de motivos.

"En España, según la encuesta sobre discapaci-

dades, deficiencias y estado de salud (Instituto

Nacional de Estadística, 1999), hay en torno a 3,5

millones de personas con alguna discapacidad.

Las personas con discapacidad constituyen un

sector de población heterogéneo, pero todas tienen

en común que, en mayor o menor medida, precisan

de garantías suplementarias para vivir con plenitud

de derechos o para participar en igualdad de condi-

ciones que el resto de ciudadanos en la vida econó-

mica, social y cultural del país.

La Constitución Española, en su artículo 14,

reconoce la igualdad ante la ley, sin que pueda pre-

valecer discriminación alguna. A su vez, el artículo

9.2 de la Ley Fundamental establece que correspon-

de a los poderes públicos promover las condiciones

para que la libertad y la igualdad de las personas

sean reales y efectivas, removiendo los obstáculos

que impidan o dificulten su plenitud y facilitando su

participación en la vida política, cultural y social,

así como el artículo 10 de la Constitución, de los

derechos y deberes fundamentales, que establece la

dignidad de la persona como fundamento del orden

político y de la paz social. En congruencia con estos

preceptos la Carta Magna, en su artículo 49, refi-

riéndose a las personas con discapacidad, ordena a

los poderes públicos que presten la atención espe-

cializada que requieran y el amparo especial para el

disfrute de sus derechos.

Estos derechos y libertades enunciados constitu-

yen hoy uno de los ejes esenciales en la actuación

sobre la discapacidad. Los poderes públicos deben

asegurar que las personas con discapacidad puedan

disfrutar del conjunto de todos los derechos huma-

nos: civiles, sociales, económicos y culturales.

Transcurridos más de veinte años desde la pro-

mulgación de la Ley de Integración Social de los

Minusválidos, sin poner en cuestión su vigencia, se

considera necesario promulgar otra norma legal,

que la complemente y que sirva de renovado impul-

so a las políticas de equiparación de las personas

con discapacidad. Dos razones justifican esta nueva

ley: la persistencia en la sociedad de desigualdades,

pese a las inequívocas proclamaciones constitucio-

nales y al meritorio esfuerzo hecho a partir de aque-

lla ley, y, lo que es más importante todavía, los

cambios operados en la manera de entender el fenó-

meno de la "discapacidad" y, consecuentemente, la

aparición de nuevos enfoques y estrategias: hoy es

sabido que las desventajas que presenta una perso-

na con discapacidad tienen su origen en sus dificul-

tades personales, pero también y sobre todo en los

obstáculos y condiciones limitativas que en la pro-

pia sociedad, concebida con arreglo al patrón de la

persona media, se oponen a la plena participación

de estos ciudadanos.

Siendo esto así, es preciso diseñar y poner en

marcha estrategias de intervención que operen

simultáneamente sobre las condiciones personales y

sobre las condiciones ambientales. En esta perspec-

tiva se mueven dos estrategias de intervención rela-

tivamente nuevas y que desde orígenes distintos van,

sin embargo, convergiendo progresivamente. Se

trata de la estrategia de "lucha contra la discrimi-

nación" y la de "accesibilidad universal". La estra-

tegia de lucha contra la discriminación se inscribe

en la larga marcha de algunas minorías por lograr
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la igualdad de trato y por el derecho a la igualdad

de oportunidades.

En el ámbito internacional existe una gran sensi-

bilidad en torno a la igualdad de oportunidades y a

la no discriminación por cualquier condición o cir-

cunstancia personal o social. Así, la Organización

de Naciones Unidas (ONU), el Consejo de Europa y

la Unión Europea, entre otras organizaciones inter-

nacionales, trabajan en estos momentos en la pre-

paración de documentos programáticos o jurídicos

sobre la protección de los derechos de las personas

con discapacidad. La Unión Europea y el Consejo

de Europa, en concreto, reconocen respectivamente

el derecho de todas las personas a la igualdad ante

la ley y a la protección contra la discriminación

tanto en la Carta de los Derechos Fundamentales de

la Unión Europea como en el Convenio Europeo

para la Protección de los Derechos Humanos y de

las Libertades Fundamentales.

El artículo 13 del Tratado constitutivo de la

Comunidad Europea habilita al Consejo para

"adoptar acciones adecuadas para luchar contra la

discriminación por motivos de sexo, de origen racial

o étnico, religión o convicciones, discapacidad,

edad u orientación sexual". En desarrollo de esta

competencia se han adoptado una serie de directi-

vas, tales como la Directiva 2000/43/CE, que se

ocupa del principio de igualdad de trato y no discri-

minación de las personas por motivo de su origen

racial o étnico, la Directiva 2000/78/CE para la

igualdad de trato en el empleo y la ocupación por

motivos de religión o convicciones, de discapacidad,

de edad o de orientación sexual, y la Directiva

2002/73/CE para la igualdad entre hombres y muje-

res en lo que se refiere al acceso al empleo, a la for-

mación y a la promoción profesionales y a las

condiciones de trabajo.

El concepto de accesibilidad, por su parte, está

en su origen muy unido al movimiento promovido

por algunas organizaciones de personas con disca-

pacidad, organismos internacionales y expertos en

favor del modelo de "vida independiente", que

defiende una participación más activa de estas per-

sonas en la comunidad sobre unas bases nuevas:

como ciudadanos titulares de derechos; sujetos acti-

vos que ejercen el derecho a tomar decisiones sobre

su propia existencia y no meros pacientes o benefi-

ciarios de decisiones ajenas; como personas que tie-

nen especiales dificultades para satisfacer unas

necesidades que son normales, más que personas

especiales con necesidades diferentes al resto de sus

conciudadanos y como ciudadanos que para atender

esas necesidades demandan apoyos personales,

pero también modificaciones en los entornos que

erradiquen aquellos obstáculos que les impiden su

plena participación.

El movimiento en favor de una vida independien-

te demandó en un primer momento entornos más

practicables. Posteriormente, de este concepto de

eliminar barreras físicas se pasó a demandar

"diseño para todos", y no sólo de los entornos, rei-

vindicando finalmente la "accesibilidad universal"

como condición que deben cumplir los entornos,

productos y servicios para que sean comprensibles,

utilizables y practicables por todas las personas.

La no accesibilidad de los entornos, productos y

servicios constituye, sin duda, una forma sutil pero

muy eficaz de discriminación, de discriminación

indirecta en este caso, pues genera una desventaja

cierta a las personas con discapacidad en relación

con aquellas que no lo son, al igual que ocurre

cuando una norma, criterio o práctica trata menos

favorablemente a una persona con discapacidad que

a otra que no lo es. Convergen así las corrientes de

accesibilidad y de no discriminación.

Pues bien, en esta ley se recogen estas dos nue-

vas corrientes y confluyen con la ya antigua pero

vigente LISMI, que desarrolló sobre todo medidas

de acción positiva.

No discriminación, acción positiva y accesibili-

dad universal constituyen la trama sobre la que se

ha dispuesto un conjunto de disposiciones que per-

siguen con nuevos medios un objetivo ya conocido:

garantizar y reconocer el derecho de las personas

con discapacidad a la igualdad de oportunidades en

todos los ámbitos de la vida política, económica,

cultural y social.

Es de notar que la ley se aprueba coincidiendo

en el tiempo con el Año Europeo de las Personas con

Discapacidad, por lo que constituye una de las

aportaciones más significativas de la sociedad

española al esfuerzo colectivo de emancipación

histórica de las personas con discapacidad".

SITUACION ACTUAL

Esta trascendental Ley, plantea un renovado

impulso de las políticas de  equiparación de oportu-

nidades mediante la incorporación de nuevos enfo-

ques y estrategias, fundamentalmente las de "lucha

contra la discriminación" y de "accesibilidad uni-

versal".

El lanzamiento y desarrollo de estas, todavía,

novedosas estrategias aconsejan un proceso de

implantación gradual y progresiva. En esta línea está
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planteado el propio desarrollo de la Ley, gradual en

el tiempo y en el alcance y contenido de las disposi-

ciones que se han de establecer, pero dentro de un

calendario bien delimitado. Encontramos la respues-

ta a más inmediata al un proceso de implantación

con la elaboración y diseño de dos planes, el "Plan

Nacional de Accesibilidad 2004-2012" (15) y el plan

"II Plan de Acción para las personas con discapaci-

dad 2003-2007" (9).

El II Plan de Acción se estructura y asienta sobre

cuatro principios básicos que se refieren, uno, a la

incuestionable participación de los poderes públicos

como garantes de los derechos de todos sus ciudada-

nos, dos, a la prioridad en las decisiones políticas

que fomenten la independencia y autosuficiencia

económica del discapacitado lo que obliga a la inte-

gración e inserción real, tres, a la atención del entor-

no como medio de facilitación de la integración, lo

que determina la necesidad del diseño para todos y

la accesibilidad de los discapacitados a productos,

servicios, sistemas y políticas, y cuatro, a la actitud

facilitadora de la vertebración de todas las acciones

en el marco consensual de la participación y coope-

ración con las entidades sociales, particularmente

con el tercer sector o tercera vía.

El contenido del II Plan de Acción para las per-

sonas con discapacidad 2003-2007 se organiza en

cuatro grandes Áreas:

1. Atención a personas con graves discapacida-

des.

2. Políticas activas de inserción laboral de las

personas con discapacidad.

3. Promoción de la accesibilidad de entornos,

productos y servicios.

4. Cohesión de los servicios sociales para perso-

nas con discapacidad.

Todas las áreas tienen idéntica estructura, una

introducción que ofrece los datos básicos sobre la

materia del área, una sucinta descripción de la situa-

ción actual, y la relación de los principales marcos

de política social que están definiendo las  directri-

ces para los próximos años.

Por la parte económica, queremos reseñar el II

plan de acción para las personas con discapacidad

2003-2007 que establece una política de atención

integral a la persona con discapacidad y que prevé

unas inversiones próximas a los 13.000 millones de

euros (12.698 millones de euros) en los cinco años

de duración del plan, presupuestadas solamente

desde la participación del Ministerio de Trabajo y

Asuntos Sociales y sus instituciones. Es importante

recalcar que el Plan es un claro resultado del dialo-

go y consenso con la denominada Tercera Vía que

representa el Comité Español de Representantes de

Personas con Discapacidad (CERMI).

Las personas con discapacidad constituyen un

sector numeroso de población, pero muy heterogé-

neo, no hace mucho tiempo, ni siquiera había una

idea o  conciencia de colectivo unitario, por el con-

trario, abundaban numerosos grupos fragmentados,

cada uno con su propia identidad, viviendo sus pro-

blemas como propios, trabajando en una línea indi-

vidual y muy singular para procurar conseguir y

dotarse de servicios especiales en atención a sus

necesidades.

A esta fragmentación de grupos se correspondía

una gran diversidad de nombres, inválidos, deficien-

tes, retirados, inactivos, retrasados, subnormales,

que en esencia estaban denotando sólo un aspecto de

la problemática, la más peyorativa y estigmatizante

y en ningún caso una denominación amplia y global,

si bien desde la aparición de la LISMI (11), con la

acepción del termino minusvalía se empieza una

nueva consideración y terminología en el complejo

problema de la discapacidad.

Hoy, gracias en gran parte al esfuerzo de concep-

ción liderado por la Organización Mundial de la

Salud (OMS), se conocen mejor los componentes de

la discapacidad y su interconexión, es en este senti-

do trascendental, en la línea de la familia de clasifi-

caciones OMS, la publicación de la Clasificación

Internacional de Deficiencias, Discapacidades y

Minusvalías (1).

En su última versión, la Clasificación Internacio-

nal del Funcionamiento, Discapacidad y Estados de

Salud (2), que viene a sustituir la CIDDM, se utiliza

el término "Discapacidad" como el nombre genérico

que engloba todos los componentes de la CIF, defi-

ciencias estructurales y funcionales, a nivel corporal,

limitaciones en la actividad, a nivel individual, y res-

tricciones en al participación, a nivel social. Se trata

de tres dimensiones diferentes asociadas a un pro-

blema de salud que interactúan entre sí con los fac-

tores contextuales, contemplados ahora, en si

mismos, como condiciones causales de la discapaci-

dad y, a su vez, diferenciando claramente entre la

incidencia de los factores ambientales y personales. 

Ha sido largo el camino recorrido hasta llegar a

esta nueva concepción de la discapacidad, camino

que va desde un enfoque eminentemente biológico y

causal, encadenado a la deficiencia y enfermedad a

otro más comprensivo y amplio sobre el concepto de

salud y el análisis de su ausencia, en íntima presen-

tación con unos  factores contextuales, tanto ambien-
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tales como personales. Es decir, hemos pasado de

fijarnos en las deficiencias de un típico modelo

médico a fijarnos en las personas discapacitadas sig-

nificando sus derechos y dignificando su condición

en un moderno modelo bio-psico-social. 

En efecto, durante años se consideró la discapa-

cidad como un problema de la persona directamente

causado por una enfermedad, traumatismo o cual-

quier otro problema de salud, que consecuentemen-

te requería de cuidados médicos prestados en forma

de tratamiento individual por profesionales. El trata-

miento de la discapacidad estaba encaminado a con-

seguir la rehabilitación de la persona con vistas a una

mejor adaptación a un ambiente social y/o laboral,

que en ningún momento se cuestionaba.

Hoy se hace más hincapié en los factores

ambientales, en su calidad de condicionantes tanto

del origen de las discapacidades como de la solución

de los problemas que conllevan. Este nuevo enfoque

sostiene que una parte sustancial de las dificultades

y desventajas que tienen las personas con discapaci-

dad no son atribuibles a sus propias deficiencias y

limitaciones sino a carencias, obstáculos y barreras

que existen en el entorno social y laboral.

La discapacidad se concibe en consecuencia, no

sólo, como la desventaja que tiene una persona a la

hora de participar en igualdad de condiciones, resul-

tante de sus deficiencias y limitaciones, sino también

como efecto de los obstáculos restrictivos del entor-

no. La solución, por tanto, de los problemas inhe-

rentes a la discapacidad no es  individual y requiere

también cambios en los entornos inmediatos, hogar,

escuela, centros de trabajo, puesto de trabajo, esta-

blecimientos comerciales, en las estructuras sociales

formales e informales existentes en la comunidad,

transporte, comunicaciones, seguridad social, políti-

cas laborales, y también cambios en las normas, cri-

terios y prácticas que rigen e influyen en el

comportamiento y en la vida social de los indivi-

duos. El enfoque correcto, por tanto, supone actuar

simultáneamente sobre las personas y sobre los

entornos donde estas personas viven, trabajan, se

divierten y forman parte de él.

El término de discapacidad es más amplio que el

de incapacidad laboral. El individuo que sufre una

agresión y le queda una secuela, tiene un menosca-

bo. Su valoración global del daño corporal, le valo-

ra como con una discapacidad que si la referimos a

la vida cotidiana podríamos decir que queda una

capacidad residual que a su vez si la referimos al

contexto de la vida laboral, diremos que le queda

una capacidad de ganancia que le permite realizar,

con posibles adaptaciones, determinados trabajos.

Paralelamente al proceso de reformulación del

concepto de discapacidad ha ido variando, como es

lógico, nuestra forma de enfocar la atención de las

necesidades de este colectivo. En los años 70, cuan-

do predominaba el modelo biológico-individual de

la discapacidad, el enfoque predominante era el de la

rehabilitación. Su esencia consistía en "reparar" o

"compensar" las funciones dañadas mediante técni-

cas terapéuticas y/o aparatos y ayudas técnicas, en la

idea de que con esos apoyos y mejorías el sujeto

afectado se reintegraría a las actividades propias de

su edad y ámbito cultural. La Ley de Bases de la

Seguridad Social, de 1963, es el mejor exponente de

este enfoque en nuestro país, sin perjuicio de que ya

con anterioridad se hubieran dado algunos prece-

dentes.

El II Plan de Acción 2003-2007 asume el nuevo

concepto de discapacidad, sigue el enfoque de los

derechos humanos y está al servicio de la política de

igualdad de oportunidades, tal como está formulada

en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de

oportunidades, no discriminación y accesibilidad

universal de las personas con discapacidad, modula

las atenciones bajo un conjunto de principios que

subyacen y dan sentido a  numerosas propuestas

como son el/la:

Promoción de derechos. Los poderes públicos

deben garantizar que las personas con discapacidad

puedan disfrutar de forma efectiva y en condiciones

de igualdad de todos los derechos civiles, sociales,

económicos, laborales y culturales. Se promoverán

políticas de equiparación de oportunidades en las

que se combinen medidas de acción positiva con

medidas contra la discriminación a estos colectivos.

Autonomía y vida independiente. Mayor énfa-

sis en la autonomía de la persona en la toma de deci-

siones sobre su propia existencia, prioridad de las

políticas activas que llevan a la autosuficiencia

económica y la participación en la vida de la comu-

nidad, y reconocimiento del protagonismo indivi-

dual y colectivo en la solución de sus propios

problemas. 

Integración y normalización. Una integración

social normal significa que las personas con disca-

pacidad han de vivir, estudiar, trabajar y divertirse en

los mismos sitios donde lo hace el resto de las per-

sonas de su propia comunidad, de la forma más pare-

cida a cómo proceden los grupos de su misma edad

y recibiendo los apoyos necesarios dentro de los pro-

gramas y servicios que están a disposición de cual-

quier persona. La mejor forma de atender sus

necesidades especiales es desarrollando políticas

para todos. 
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Accesibilidad universal y diseño para todos.

Por accesibilidad se entiende la condición que desde

su origen o por adaptaciones posteriores deben cum-

plir los entornos, productos y servicios, así como los

objetos, instrumentos, herramientas y dispositivos

para ser comprensibles y utilizables por todas las

personas en condiciones de seguridad y comodidad

y de la forma más autóctona y natural posible.

Respeto por la diversidad y perspectiva de

género. Las personas con discapacidad constituyen

un colectivo muy diverso, esta diversidad es en sí

misma un hecho positivo, que se debe respetar y aún

propiciar. Únicamente funcionarán aquellas políticas

que tengan en cuenta y respetan esta diversidad, en

particular, se ha de tener muy presente la situación

de las mujeres con discapacidad que se enfrentan a

múltiples discriminaciones por razón, además, de su

discapacidad su género. Esta múltiple discrimina-

ción debe combatirse a través de la combinación de

medidas prioritarias y de acción positiva, acordadas

en consulta con las propias mujeres con discapa-

cidad.  

Calidad de vida. Calidad de vida significa auto-

satisfacción de la persona con discapacidad con sus

condiciones de vida. Incluye la satisfacción por su

salud y seguridad, por sus competencias personales,

por su autonomía y capacidad de tomar decisiones,

por su bienestar emocional y material, y por los ser-

vicios recibidos en recursos comunitarios garantiza-

dos por derechos. En tanto directriz de política social

atañe tanto a los objetivos y contenidos de las inter-

venciones, como a la forma de proveer los servicios

y a la manera como los recursos sociales se organi-

zan. Este enfoque organiza la atención desde la per-

sona a quien va destinada, orienta las intervenciones

a la satisfacción del usuario y lleva ese bienestar per-

cibido a la categoría de criterio principal desde el

que evaluar la efectividad y calidad de los servicios.

Participación y diálogo civil. La equiparación

de oportunidades es responsabilidad de los poderes

públicos, pero también es una tarea en la que toda la

sociedad queda comprometida. El principio de parti-

cipación debe entenderse como la posibilidad de la

ciudadanía de tomar parte en las decisiones de los

asuntos públicos. Todas las acciones deben empren-

derse bajo el diálogo y la cooperación con las perso-

nas y con las entidades sociales que las representan,

en especial con las organizaciones de personas con

discapacidad. Una alianza fuerte entre las Adminis-

traciones y las organizaciones representativas de

personas con discapacidad y de sus familias es el

requisito básico para progresar de la forma más efi-

caz hacia la igualdad de oportunidades y la partici-

pación social de estas personas. 

El "Diseño para Todos". Aunque el ámbito de

competencia comunitario ofrece valiosos medios y

aporta un valor añadido, la responsabilidad para

actuar en el ámbito de la accesibilidad para tratar de

alcanzar el objetivo de igualdad de oportunidades,

incumbe a los estados.

El II Plan de Acción asume la "visión" que sobre

sí mismos recogieron en la Declaración de Madrid

(4), las personas con discapacidad y sus organiza-

ciones: Como ciudadanos titulares de derechos, más

que sujetos en demanda de caridad o beneficencia.

Como clientes con capacidad de tomar decisiones

sobre sí mismos, más que como pacientes o benefi-

ciarios de decisiones ajenas. Como ciudadanos acti-

vos con deseos y posibilidades de contribuir a la

sociedad, más que sujetos no capacitados y siempre

dependientes. Como ciudadanos con especiales difi-

cultades para satisfacer sus necesidades normales,

más que como ciudadanos especiales con necesida-

des diferentes al resto de sus conciudadanos. Como

personas que quieren que sus necesidades sean aten-

didas en recursos flexibles pensados para todos y no

en centros y servicios segregados (Fuente: Declara-

ción de Madrid Año 2002).

ASPECTOS TECNICO-LEGALES

El Real Decreto 1971/1999 de 23 de diciembre

del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales  (17),

su ampliación (3) y correcciones (16) de marzo del

2000, pretenden desarrollar la normativa que regula

el reconocimiento, declaración y calificación del

grado de minusvalía en el ámbito de los Servicios

Sociales y de la Seguridad Social, y actualizar los

baremos vigentes para dar cumplimiento al mandato

reglamentario de las disposiciones adicionales pri-

mera y segunda, respectivamente, de los Reales

Decretos 356 y 357/1991, ambos de 15 de marzo. 

La presente norma tiene por objeto la regulación

del reconocimiento de grado de minusvalía, el esta-

blecimiento de nuevos baremos aplicables, la deter-

minación de los órganos competentes para realizar

dicho reconocimiento y el procedimiento a seguir,

todo ello con la finalidad de que la valoración y cali-

ficación del grado de minusvalía que afecte a la per-

sona sea uniforme en todo el territorio del Estado,

garantizando con ello la igualdad de condiciones

para el acceso del ciudadano a los beneficios, dere-

chos económicos y servicios que los organismos

públicos otorguen.

En su artículado, dice que, la calificación del

grado de minusvalía responde a criterios técnicos

unificados, fijados mediante los baremos descritos

en el anexo I del presente Real Decreto, y serán
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objeto de valoración tanto las discapacidades que

presente la persona, como, en su caso, los factores

sociales complementarios relativos, entre otros, a su

entorno familiar y situación laboral, educativa y cul-

tural, que dificulten su integración social. El grado

de minusvalía se expresará en porcentaje. A los efec-

tos previstos en este Real Decreto, la calificación del

grado de minusvalía que realicen los órganos técni-

cos competentes, a los que se refiere el artículo 8 de

este Real Decreto, será independiente de las valora-

ciones técnicas efectuadas por otros organismos en

el ejercicio de sus competencias públicas.

La valoración de la discapacidad, expresada en

porcentaje, se realizará mediante la aplicación de los

baremos que se acompañan como anexo I, apartado

A), del presente Real Decreto, la valoración de los

factores sociales complementarios se obtendrá a

través de la aplicación del baremo contenido en el

anexo I, apartado B), relativo, entre otros factores, a

entorno familiar, situación laboral y profesional,

niveles educativos y culturales, así como a otras

situaciones del entorno habitual de la persona con

discapacidad. 

Para la determinación del grado de minusvalía, el

porcentaje obtenido en la valoración de la discapaci-

dad se modificará, en su caso, con la adición de la

puntuación obtenida en el baremo de factores socia-

les complementarios en la forma prevista en el

párrafo siguiente y sin que ésta pueda sobrepasar los

15 puntos. El porcentaje mínimo de valoración de la

discapacidad sobre el que se podrá aplicar el baremo

de factores sociales complementarios no podrá ser

inferior al 25 por 100. 

La evaluación de aquellas situaciones específicas

de minusvalía que se establecen en los artículos 148

y 186 del texto refundido de la Ley General de la

Seguridad Social (18), para tener derecho a un com-

plemento por necesitar el concurso de otra persona

para realizar los actos más esenciales de la vida, así

como en el artículo 25 del Real Decreto 383/1984,

de 1 de febrero, por el que se establece y regula el

sistema especial de prestaciones sociales y económi-

cas para minusválidos para ser beneficiario del sub-

sidio de movilidad y compensación por gastos de

transportes, se realizará de acuerdo con lo que se

establece a continuación:

a) La determinación por el órgano técnico com-

petente de la necesidad del concurso de terce-

ra persona a que se refieren los artículos 148 y

186 del texto refundido de la Ley General de

la Seguridad Social, se realizará mediante la

aplicación del baremo que figura en el anexo

II de este Real Decreto. Se considerará la

necesidad de asistencia de tercera persona,

siempre que se obtenga en el baremo un míni-

mo de 15 puntos.

b) La relación exigida entre el grado de minus-

valía y la determinación de la existencia de

dificultades de movilidad para utilizar trans-

portes colectivos a que se refiere el párrafo b)

del artículo 25 del Real Decreto 383/1984, de

1 de febrero, se fijará por aplicación del bare-

mo que figura como anexo III de este Real

Decreto. Se considerará la existencia de tal

dificultad siempre que el presunto beneficiario

se encuentre incluido en alguna de las situa-

ciones descritas en los apartados A), B) o C)

del baremo o, aun no estándolo, cuando obten-

ga un mínimo de 7 puntos por encontrarse en

alguna de las situaciones recogidas en los res-

tantes apartados del citado baremo.

Se garantiza la uniformidad en los criterios de

aplicación de los baremos en todo el territorio del

Estado y se define la competencia de los órganos

correspondientes de las Comunidades Autónomas a

quienes hubieren sido transferidas las funciones en

materia de calificación de grado de discapacidad y

minusvalía.

Dichas competencias, así como la gestión de los

expedientes de valoración y reconocimiento de

grado de minusvalía, se ejercerán con arreglo a los

principios generales y disposiciones de común apli-

cación contenidos en la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Adminis-

traciones Públicas y del Procedimiento Administra-

tivo Común, con las especialidades que se

establecen en este Real Decreto y sus normas de

desarrollo. 

Serán competentes para ejercer las funciones

anteriores los órganos correspondientes de las

Comunidades Autónomas a quienes hubieran sido

transferidas las funciones en materia de calificación

del grado de discapacidad y minusvalía y las Direc-

ciones Provinciales del Instituto de Migraciones y

Servicios Sociales en Ceuta y Melilla, en cuyo ámbi-

to territorial residan habitualmente los interesados. 

Los dictámenes técnico-facultativos para el reco-

nocimiento de grado serán emitidos por los órganos

técnicos competentes dependientes de los órganos

correspondientes de las Comunidades Autónomas a

quienes hubieran sido transferidas las funciones en

materia de calificación del grado de discapacidad y

minusvalía y por los equipos de valoración y orien-

tación del Instituto de Migraciones y Servicios

Sociales en su ámbito competencial. De los anterio-
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res órganos técnicos y equipos de valoración y orien-

tación formarán parte, al menos, médico, psicólogo

y trabajador social, conforme a criterios interdisci-

plinarios. 

Serán funciones de los órganos técnicos compe-

tentes y de los equipos de valoración y orientación: 

a) Efectuar la valoración de las situaciones de

minusvalía y la determinación de su grado, la

revisión del mismo por agravación, mejoría o

error de diagnóstico, así como también deter-

minar la necesidad de concurso de otra perso-

na para realizar los actos esenciales de la vida

diaria y las dificultades para utilizar transpor-

tes públicos colectivos.

b) Determinar el plazo a partir del cual se podrá

instar la revisión del grado de minusvalía por

agravación o mejoría.

c) Aquellas otras funciones que, legal o regla-

mentariamente sean atribuidas por la normati-

va reguladora para el establecimiento de

determinadas prestaciones y servicios. 

La valoración de las situaciones de minusvalía y

la calificación de su grado se efectuará previo exa-

men del interesado por los órganos técnicos compe-

tentes, dichos órganos técnicos podrán recabar de

profesionales de otros organismos los informes

médicos, psicológicos o sociales pertinentes para la

formulación de sus dictámenes. 

El órgano técnico competente emitirá dictamen

propuesta que deberá contener necesariamente el

diagnóstico, tipo y grado de la minusvalía y, en su

caso, las puntuaciones de los baremos para determi-

nar la necesidad del concurso de otra persona y la

existencia de dificultades de movilidad para utilizar

transportes públicos colectivos.

Cuando las especiales circunstancias de los inte-

resados así lo aconsejen, el órgano técnico compe-

tente podrá formular su dictamen en virtud de los

informes médicos, psicológicos o, en su caso, socia-

les emitidos por profesionales autorizados. 

Los responsables del órgano correspondiente de

las Comunidades Autónomas a quienes hubieran

sido transferidas las competencias en materia de

valoración de situaciones de minusvalía y califica-

ción de su grado o los Directores provinciales del

Instituto de Migraciones y Servicios Sociales, en el

ámbito territorial de su competencia, deberán dictar

resolución expresa sobre el reconocimiento de

grado, así como sobre la puntuación obtenida en los

baremos para determinar la necesidad del concurso

de otra persona o dificultades de movilidad, si pro-

cede.

El reconocimiento de grado de minusvalía se

entenderá producido desde la fecha de solicitud. El

grado de minusvalía será objeto de revisión siempre

que se prevea una mejoría razonable de las circuns-

tancias que dieron lugar a su reconocimiento,

debiendo fijarse el plazo en que debe efectuarse

dicha revisión.

En todos los demás casos, no se podrá instar la

revisión del grado por agravamiento o mejoría siem-

pre que, al menos, haya transcurrido un plazo míni-

mo de dos años desde la fecha en que se dictó

resolución, excepto en los casos en que se acredite

suficientemente error de diagnóstico o se hayan pro-

ducido cambios sustanciales en las circunstancias

que dieron lugar al reconocimiento de grado, en que

no será preciso agotar el plazo mínimo.

Contra las resoluciones definitivas que se dicten

sobre el reconocimiento del grado de minusvalía los

interesados podrán interponer reclamación previa a

la vía jurisdiccional social de acuerdo con el Real

Decreto 2/1995, de 7 de abril (12).

ASPECTOS FORMATIVOS

Una vez que ha sido tomada la decisión de con-

siderar la discapacidad como una condición social

más, como hemos visto en los apartados anteriores

y se han reglamentado los aspectos técnicos y lega-

les, que la mayoría de las veces, son la auténtica

barrera para el desarrollo de una actividad pública e

institucional, es una necesidad la preparación y for-

mación de los equipos de valoración (8).

En primer lugar, creemos que la adaptación de la

valoración de discapacidades, a la propia evolución

del concepto de discapacidad, que es el motor de la

confección de la nueva CIF, se orienta en la incor-

poración de los factores contextuales, tanto persona-

les como ambientales. En este sentido, la valoración

de los factores contextuales es una exigencia, no

sólo por cubrir la parte de valoración que de una

manera complementaria se presenta en el Real

Decreto 1971/99 de 23 de diciembre, sino también

por cerrar los tres niveles de participación en los

equipos de Valoración y Orientación de los Centros

Base de Atención a las Personas con Minusvalía que

son por Decreto los órganos competentes para dicta-

minar el grado y la calificación de la minusvalía.

El objetivo fundamental de la Clasificación Inter-

nacional del Funcionamiento, la Discapacidad y de
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la Salud (CIF), es brindar un marco conceptual para

la descripción de la salud y los estados relacionados

con ésta.

Para la definición de dicho marco conceptual, la

CIF incluye las funciones y estructuras corporales,

actividades a nivel individual y participación en la

sociedad como elementos que describen el funciona-

miento humano y la discapacidad, entendiéndolos de

manera dinámica, es decir, de manera mutuamente

interdependiente.

Como señala la CIF, "...el concepto de funciona-

miento se puede considerar como un término global,

que hace referencia a todas las Funciones Corpora-

les, Actividades y Participación; de manera similar,

discapacidad engloba las deficiencias, limitaciones

en la actividad, o restricciones en la participación"

(CIF, p.3). Y entre éstas, incluye los Factores

Ambientales.

Así, se entiende que la salud humana está ligada

al funcionamiento y éste a la discapacidad. De

manera, que la discapacidad es un término mucho

más amplio que el propio funcionamiento normali-

zado de las funciones y estructuras corporales. De

hecho, al comprender la existencia de Factores

Ambientales se asume la existencia de ambientes

discapacitantes y discapacitadores. Ambientes que

afectan tanto a las actividades a nivel individual

como a la participación social y que tienen un carác-

ter interactivo, es decir, son tanto una causa como un

efecto de la salud individual y social de la persona

con discapacidad. Es decir, proporciona una descrip-

ción de situaciones relacionadas con el funciona-

miento humano y sus restricciones. Como señala la

propia CIF (p.4.) "La CIF ha pasado de ser una cla-

sificación de consecuencias de enfermedades a una

clasificación de componentes de salud".

Por tanto, y con independencia del tipo y grado

de discapacidad de las funciones y estructuras cor-

porales, lo cierto es que los Factores Ambientales

pueden convertirse en un agente de discapacitación,

ya sea a nivel cualitativo como cuantitativo. La sepa-

ración entre capacidad y desempeño/realización

refleja la diferencia entre los efectos del

contexto/entorno real y el uniforme, y por tanto, pro-

porciona una guía útil sobre lo que puede hacerse en

el contexto/entorno del individuo para mejorar su

desempeño/realización (CIF).

Una vez reconocido el papel activo del ambiente,

es preciso definirlo, nosotros lo entendemos como

un contexto socio-físico, es decir, un contexto donde

existen fuerzas sociales y físicas, que de manera ais-

lada e interactiva actúan como determinantes de la

conducta individual y social. Es decir, ya no sólo

conforman la conducta del individuo como conoce-

dor del ambiente social o físico, sino del ambiente

social como conocedor del individuo y del ambiente

físico como elemento probabilista de la acción.

Una vez definido el ambiente y la necesidad de

contemplar éste en relación al individuo, y dado que

la CIF es una unidad de clasificación de las situacio-

nes (i.e. bio-psico-sociofísicas) de las personas,

parece necesario definir los niveles de análisis de las

variables contextuales. En este caso el contexto

puede considerarse, que diferencia el marco ecológi-

co del individuo en tres estructuras que se contienen

entre sí; microsistema como conjunto de relaciones

entre el individuo y su establecimiento inmediato, el

mesosistema como conjunto de relaciones entre los

microsistemas que comprenden un momento biográ-

fico determinado del individuo y el macrosistema

constituido por prototipos generales existentes en la

cultura.

Del cruce entre las variables y sus niveles de aná-

lisis aparecerá un mapa  a cubrir, como marco con-

ceptual para la descripción de los Factores

Ambientales de la discapacidad y la salud (tabla I).

Dado que entre los objetivos de la CIF están,

entre otros, proporcionar una base científica para la

comprensión y el estudio de la salud y los estados

relacionados con ella, los resultados y los determi-

nantes y establecer un  lenguaje común para descri-

bir la salud y los estados relacionados con ella, para

mejorar la comunicación entre distintos usuarios y

que entre las aplicaciones de la CIF están, entre otras

(p.6); como herramienta de investigación-para medir

resultados, calidad de vida o factores ambientales;

como herramienta clínica-en la valoración de nece-

sidades; como herramienta de política social; como

herramienta educativa-para diseño de "vitae", y para

aumentar la toma de conciencia de la sociedad y para

poner en marcha actividades sociales.

Debe ser un objetivo en dicho marco,  dotar a los

equipos de valoración y a sus profesionales constitu-

tivos, de elementos teóricos y metodológicos (herra-

mientas e instrumentos de medida) que les permita

cubrir dichos objetivos en particular todos aquellos

factores que provocan, facilitan o mantienen barre-

ras a la participación en la vida social de individuos

con un determinado perfil físico o psicológico.

En segundo lugar, señalaríamos la importancia

que significa la unión conceptual entre los dos gran-

des y fundamentales aspectos de la valoración de la

discapacidad, que son las denominadas modalidad no

contributiva y modalidad contributiva, que son las
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que dan respuesta socio-sanitaria a las demandas

sociales y, en particular, lo que el ciudadano reclama

cuando su inclusión en la estructura productiva del

tejido social se ve comprometida por su salud. La

modalidad contributiva que se rige por un criterio de

reparación en cuanto se refiere a la sustitución de ren-

tas que se han dejado de percibir temporalmente o

definitivamente, según se determine en el grado de

invalidez reconocido. La modalidad no contributiva

sigue un criterio indemnizatorio estricto, que puede

ser económico y de beneficios sociales o fiscales (13).

La capacitación pericial de los profesionales de

la valoración, debe asumir unos criterios amplios,

uniformes y profundos frente a cualquier situación

que genere una restricción, ausencia o desventaja en

la capacidad conductual de un individuo y en el uso

y participación de las estructuras sociales (7). Lógi-

camente, se deriva de la mencionada capacitación

pericial de estos profesionales, la utilización de sus

informes de evaluación como un criterio de actua-

ción personal y social tanto en las Instituciones y

Organismos competentes como en la actuación por

parte de la justicia.

Aunque ya de por sí los objetivos anteriores son

enormemente ambiciosos, entendemos también que

ante la idoneidad de sus valoraciones, puedan ser

asumidas tanto por ellos mismos como por otros

especialistas, las terapias de rehabilitación y pautas

de reinserción más oportunas, adecuadas y eficaces,

con el fin de paliar, parcial o totalmente, las conse-

cuencias de las discapacidades somáticas, psicológi-

cas y contextuales.
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Factores Contextuales  

Factores Ambientales  Factores Personales  

Nivel de 

medida 

Social Físico  

Micro Interacción 1 a 1  

Procesos de Interacción 

Social 

Relaciones 1 a 1  

Behavioral Setting  

(escenario de conducta)  

Facilitadores/inhibidores  

Vivienda 

Cognición Social  

Actitudes individuales  

Procesos de Atribución  

Procesos de 

Aprendizaje  

Meso Estructuras y procesos de 

grupo 

Comunicación 

Estereotipos, prejuicios y 

discriminación  

Normas de grupo  

Facilitadores/inhibidores  

Barrio 

Institución 

Normas del centro  

Normas individuales  

Roles 

Macro Normas: 

Culturales/Organizacionales  

Cuadro 1. Marco conceptual 

para la descripción de los 

Factores Ambientales de la 

discapacidad y la salud.  

Facilitadores/inhibidores  

Ciudad 

Legislación 

Valores individuales  

 

Tabla I. Marco conceptual para la descripción de los 

Factores Ambientales de la discapacidad y la salud
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